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Pereira, julio primero de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00635-00
Acta N° 312 de julio 1° de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida en su propio nombre por María Noelba Pinzón Calvo, en contra del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 Batalla de San Mateo.
ANTECEDENTES

María Noelba Pinzón Calvo, actuando en su propio nombre, demanda por esta especial vía la protección de los derechos fundamentales “a la salud, a la seguridad social, a la dignidad humana y a la vida” de los que es titular y que estima conculcados por el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 Batalla de San Mateo.
Expuso, en síntesis, que cuenta 68 años de edad y desde hace cinco, fue diagnosticada con hipoacusia izquierda; desde el mes de mayo de 2013, para el manejo de dicha patología, el otorrinolaringólogo, le ordenó una cirugía de “OTOESCLEROSIS IZQUIERDA”, la que, pese a ser programada, se canceló por falta de convenio con la IPS; frente a ello la accionada dispuso que debía pasar nuevamente por dicha especialidad para que se emitiera una nueva orden, pero no ha sido posible; también tiene pendiente, por idéntica razón, el “CONTROL ESTAPEDECTOMIA DERECHA”  por un procedimiento que se le practicó en el oído derecho en razón a la enfermedad en cita; entre tanto, se se le indica por parte de los médicos tratantes, que la falta de realización de la cirugía empeora su estado e impide su recuperación.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, que se ordene a la parte demandada, programar la intervención quirúrgica requerida, así como el referido control.
  



Mediante auto del 26 de octubre se dio impulso a la acción y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, el que transcurrió en silencio.
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, María Noelba Pinzón Calvo, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por cuanto no se le ha practicado el procedimiento de “OTOESCLEROSIS IZQUIERDA”, ni se autoriza el “CONTROL ESTAPEDECTOMIA DERECHA”  que tiene pendiente a causa de un procedimiento que se le practicó en el oído derecho por la patología que presenta. 
No hay discusión en cuanto a que el derecho a la salud es fundamental, como lo ha precisado desde hace un buen tiempo la jurisprudencia constitucional y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°), aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de las atenciones recomendadas por el especialista y de que da cuenta la accionante; incluso la entidad guardó silencio. 
  



El caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo lo que enseña su historia clínica, afronta un serio quebranto de salud en sus oídos, que la hace sumir en una deficiente condición y requiere, por tanto, de la valoración que probablemente dará lugar a un procedimiento quirúrgico en su oído izquierdo como ya se había dispuesto de tiempo atrás, pero que por la desidia que se denuncia en la demanda, a instancia del ente accionado, no fue posible ejecutar, a la vez que requiere de un control por la intervención que ya se efectuó en el oído derecho; todo ello en aras, de mejorar su condición de vida, tanto más, cuando se trata de una persona que bien puede catalogarse como de especial protección, atendiendo su avanzada edad.
 



Por ello mismo, requiere un esmerado trato, que debe estar acompañado de la posibilidad de recibir las atenciones médicas de toda índole para facilitar su vida en condiciones de dignidad; nada de ello puede ser truncado por excusas de orden presupuestal, que es, como lo deja entrever el libelo, pues, se repite, no hubo defensa del interesado, lo que ha obstaculizado la debida, eficiente y oportuna atención que demanda la actora.
No es necesario, en este caso, mayor esfuerzo para concluir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que se han dilatado las atenciones que ha requerido, al punto que se paralizó una intervención ordenada desde hace 3 años y ahora, requiere de una nueva valoración, sin resolución alguna y sin que se atine, al menos, a darle explicaciones, incluido el control que se reclama, que tampoco se ha puesto en duda.

  



Ahora, como a la paciente se le ha remitido a una nueva valoración, según ella afirma y no ha sido controvertido por la accionada, debe recordarse la que el derecho al diagnóstico hace parte integral del derecho a la salud, como con suficiencia lo ha dicho la Corte Constitucional; recientemente, en la sentencia T-100 de 2016, reiteró: 
El derecho al diagnóstico como componente del derecho a la salud, en términos de esta Corporación, implica una valoración técnica, científica y oportuna que defina con claridad el estado de salud del paciente y los tratamientos médicos que requiere. Son tres las etapas de las que está compuesto un diagnostico efectivo, a saber: identificación, valoración y prescripción. La etapa de identificación comprende la práctica de los exámenes previos que se ordenaron con fundamento en los síntomas del paciente. Una vez se obtengan los resultados de los exámenes previos, se requiere una valoración oportuna y completa por parte de los especialistas que amerite el caso, quienes, prescribirán los procedimientos médicos que se requieran para atender el cuadro clínico del paciente. …
   



Queda al descubierto, entonces, que la entidad accionada ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados y, en tal orden de ideas se accederá a su amparo. Por consiguiente, se ordenará que un médico especialista en otorrinolaringología proceda a realizar la valoración necesaria, tendiente a que defina el procedimiento o tratamiento a seguir, en relación con la afección que presenta la demandante en su oído izquierdo, en un plazo no mayor a diez (10) días; asimismo para que se le practique el control que deviene de la práctica de la “Estapedectomía derecha” efectuada. 

   



Se ordenará, igualmente, la prestación del tratamiento integral que se derive de esas atenciones, que ha de incluir, medicamentos, insumos, elementos e intervenciones quirúrgicas, entre otras; ello, por cuanto es evidente que a la demandante se le han venido poniendo trabas para la efectividad de las órdenes emitidas por el médico tratante, lo que ha puesto en riesgo sus derechos sin una razón constitucionalmente válida, pero además ha desconocido la característica de integralidad del servicio de salud que establece el artículo 8° de la Ley 1751 de 2015. 

 



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

  



RESUELVE:    





   
1.
CONCEDER el amparo impetrado por María Noelba Pinzón Calvo, en contra de Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de esta ciudad.
2.
En consecuencia, se ordena a su directora, Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, inicie las gestiones del caso para que la demandante sea valorada por un especialista en otorrinolaringología, con el fin de que defina el procedimiento o tratamiento a seguir, en relación con la afección que presenta en su oído izquierdo, que, en todo caso, deberá garantizarse en un plazo no mayor a diez (10) días.

3.
Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, deberá adelantar las diligencias del caso, para que en ese mismo término se realice el control frente a la “Estapedectomía derecha” que se realizó a la accionante.

4. 
Se ordena la prestación de un tratamiento integral derivado, específicamente, de las atenciones ordenadas en esta providencia, que ha de incluir, medicamentos, insumos, elementos e intervenciones quirúrgicas, entre otras, que los galenos determinen.
Del cumplimiento se dará cuenta a esa Sala.





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

  



Si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese el expediente, en caso de que no se requiera ningún trámite adicional. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
    Con ausencia justificada
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